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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA
Pereira, diecinueve de octubre de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López

Ref: Exp. N° 66001-31-03-002-2009-00280-01
Acta N° 542.
Procede la Sala a resolver la impugnación que la Nueva EPS. interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito el 7 de septiembre pasado, en esta acción de tutela que en su contra promovió Marcelo Antonio Martínez Castaño en calidad de agente oficioso de su progenitora Soledad Castaño de Martínez. 
ANTECEDENTES

Se alegó en la demanda que la señora Castaño de Martínez, afiliada en el régimen subsidiado en salud a la Nueva EPS, cuenta 98 años de edad
; que hace más o menos 5 años “tuvo una caída, habiéndose fracturado el Fémur (sic) de la pierna izquierda, motivo por el cual le practicaron una cirugía, colocándole una platina y cinco tornillos, los cuales empezaron a molestarle la pierna, motivo por el cual el médico que la vio, diagnostico (sic) que pese a la edad y a la enfermedad, había que extraerle los cinco tornillos”, por lo que el día 15 de agosto pasado “fue intervenida quirúrgicamente en la clínica Cruz Verde” y se “encuentra en un 95% postrada a la cama”; que “hay que llevarla mensualmente a la Nueva EPS… para que le formulen cuatro (4) medicamentos, los cuales alegan allí que si no la llevamos para que el médico únicamente la vea no entregan” por lo que su hijo Marcelo Antonio Martínez Castaño acudió a la empresa promotora de salud y aún, cuando los enteró de la situación, se negaron a entregarle las medicinas  porque “dicen que hay que llevarla como sea que el todo es que el médico la vea”. En consecuencia, se pide en el libelo ordenar a la Nueva EPS “se sirvan efectuar mensualmente visita domiciliaria a… Soledad  Castaño de Martínez en su casa de habitación, ubicada en la calle 25 No 15b-05 Barrio (sic) Centenario de Pereira, para que el respectivo Medico (sic) la vea y pueda ordenar la entrega de los cuatro (4) medicamentos que ella toma para su salud”.

La demanda se admitió el 24 de agosto último mediante auto en el que se corrió traslado a la accionada “para que en el término de tres días, asuma la defensa de los intereses que le competa”.

La Nueva EPS. expuso para lo que importa a este trámite que la accionante presenta “los diagnósticos Trastorno (sic) de ansiedad, Hipertensión (sic), Hipotiroidismo (sic), gastritis, POS (sic) fractura de fémur” y que su actuación ha sido legítima puesto que en vista de “la carencia de valoración médica desde hace 5 meses” se le informó que las fórmulas presentadas habían expirado por lo que “se requiere de una valoración médica actualizada para de esta forma determinar el plan de tratamiento domiciliario a seguir”, por lo que considera no vulnerar derecho fundamental alguno y haberse sujetado “a los preceptos legales que se han establecido para estos casos”. Asimismo, argumentó que conocida la acción de tutela procedió a adelantar los trámites administrativos tendentes a ordenar la valoración médica domiciliaria que se encuentra contenida en el Plan Obligatorio de Salud, la cual realizaría a más tardar “el día 3 de septiembre de 2.009” y solicitó denegar la acción de tutela por carencia actual de objeto. 

El a-quo luego de referirse al carácter fundamental del derecho a la salud, considerar que como en la respuesta de la accionada se dijo que “se había programado la visita para el 3 de septiembre, fecha en la que no se hizo… y… el demandante informó al juzgado que la habían programado para el 10 de septiembre, fecha… posterior al término que se tiene para fallar esta demanda de tutela… no se podrá esperar a la verificación del cumplimiento de la misma, para así poder decir que no se ha violado derecho fundamental a la señora Soledad” y que por el contrario, lo que se demuestra es que la demandada “ha violado por varios meses los derechos fundamentales de la señora Soledad, pues si los hijos acudían a la EPS e informaban que la paciente no podía moverse para ir al médico y recibir los medicamentos que requería para continuar con los tratamientos que sus múltiples patologías requieren y que este servicio está incluido en el POS, fue solo hasta la presentación de la demanda de tutela [que] ha dicho que sí se hará”
, resolvió:

“PRIMERO: TUTELAR los Derechos Fundamentales a la Salud, a la Vida digan (sic) de la señora SOLEDAD CASTAÑO DE MARTÍNEZ invocados por el señor MARCELO ANTONIO MARTINEZ CASTAÑO (…)

“SEGUNDO: ORDENAR a la NUEVA EPS una vez se haga la Guía de Atención Integral, hacer visitas domiciliarias mensuales para verificar el estado de salud de la accionante y si lo requiere por su estado de salud, que estas se hagan con mayor periodicidad por personal médico o paramédico de la EPS Y (sic) sin que sea necesario el traslado de la misma para la entrega de medicamentos.

“TERCERO: REQUERIR a la entidad accionada para que en el futuro se abstenga de realizar los actos que dieron origen a la presente acción de tutela.

“CUARTO. NEGAR el recobro por el 100% a favor de la accionada, por cuanto el servicio tutelado está incluido en el POS del régimen contributivo”.

En término impugnó la empresa promotora de salud demandada con dos argumentos básicos que consideró suficientes para que se accediera a revocar la sentencia en cuanto el “NO RECOBRO AL FOSYGA” o que en subsidio se ordenara al Ministerio de la Protección Social y al Fondo de Solidaridad y Garantías Fosyga “que en un plazo no superior a cuarenta y ocho (48) horas, suministren a la EPS el 100% de los recursos para el cumplimiento del presente fallo judicial”. El primero, consiste en que la Juez a-quo le ordenó hacer “la Guía de Atención Integral, sin especificar el alcance de lo que es… pues no es claro si se refiere a un protocolo médico o a un tratamiento integral sobre la patología de la paciente” y en ese sentido anotó sobre la improcedencia de impartir una orden de esas características. El otro, se refiere a que con el hecho de no haberle otorgado la facultad de recobrar ante el Fosyga se le está sancionando cuando “ni siquiera tuvo la oportunidad de negar el servicio por cuanto el usuario (sic) nunca radicó en nuestras dependencias solicitud de autorización de servicios”.
CONSIDERACIONES

Bien vistos los motivos expuestos por la entidad promotora de salud inconforme, puede decirse de una vez por la Sala que no se encuentran argumentos válidos para revocar la decisión impugnada, como se verá:

La señora Soledad Martínez de Castaño por su avanzada edad es un sujeto de especial protección constitucional, circunstancia que como lo tiene definido la jurisprudencia obliga a que el Estado procure especialmente la efectividad de sus derechos de conformidad con el inciso segundo de la Constitución Política de 1991 que consagra que: “El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados”; y enseguida establece que “El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”

Lo perseguido mediante la presente solicitud de amparo, como puede verse del libelo, es que se ordene “a la Nueva EPS… efectuar mensualmente visita domiciliaria a… Soledad Castaño de Martínez en su casa de habitación… para que el respectivo Medico (sic) la vea y pueda ordenar la entrega de los cuatro (4) medicamentos que ella toma para su salud”. Al respecto, alegó el agente oficioso que no obstante haber puesto en conocimiento de la demandada la situación de su progenitora, aquella siguió con la exigencia de que se llevara para valoración por el médico antes de recetarle nuevamente, y en el mismo sentido la EPS explica que como las fórmulas médicas presentadas ya habían perdido vigencia, la señora Castaño de Martínez debía ser valorada por el médico nuevamente para determinar el plan que debía seguirse, y que como el servicio pedido está incluido en el POS no fue negado.
El análisis que debe efectuar el Tribunal, dadas las condiciones especiales en que procede evaluar la situación de la accionante debe ir más allá de la existencia de una negación formal del servicio médico solicitado (con la que no se cuenta en el expediente), toda vez que la EPS incumplió la obligación establecida en el artículo 185 de la ley 100 de 1993, de informar a sus usuarios sobre los requisitos y formalidades que deben cumplir para garantizar la continuidad en la prestación del servicio médico
, pues independientemente de que la atención médica domiciliaria hubiera sido o no solicitada, la Nueva EPS tenía el deber de orientar a la parte actora sobre las opciones que tenía para que el servicio de salud de Soledad Castaño de Martínez no se viera interrumpido. Sobre todo cuando este tipo de atención para el caso especial de la paciente, habida consideración de su diagnóstico y su avanzada edad, está incluida dentro del Plan Obligatorio de Salud, tal como lo aceptó la empresa promotora de salud en su contestación.
 Razones por las cuales debe confirmarse la sentencia impugnada y desecharse la petición de autorizar el recobro por dicho servicio médico ante el Fondo de Solidaridad y Garantía Fosyga.
Una vez analizado el fondo del asunto procede despachar el primer argumento expuesto para desacreditar la decisión adoptada que fue la improcedencia de un tratamiento integral supuestamente ordenado, y que se sustentó por la recurrente con la anotación que el fallo fue impreciso al ordenar la atención médica en el domicilio de la señora Castaño de Martínez una vez elaborada la “Guía de Atención Integral”, pues estima que esta última expresión a él puede dar lugar. No cabe duda de que tal alegación carece de sustento fáctico y basta con leer la decisión recurrida para concluir que se limitó a ordenar la asistencia médica domiciliaria que fue el punto concreto que se requirió disponer, pues en cuanto hace con el tratamiento integral, además de haber sido cuestión que ni siquiera se discutió en el proceso, tampoco se puso de presente por la parte accionante que le hubieran sido negados injustificadamente procedimientos o medicamentos. Ahora, cuando en el ordinal segundo de la sentencia se hizo referencia a una guía de atención integral, se entiende que hace alusión a que la demandante “sea valorada por medico (sic) especialista adscrito a Nueva EPS y se le determine el plan de tratamiento a seguir en su domicilio”, requisito puesto de presente, incluso, por la Nueva EPS. A lo que se agrega que fue por motivo de que el análisis y la orden impartida en la tutela se circunscribieron al tipo de atención médica que se ha señalado, a la postre incluida en la resolución 5261 de 1994, que no se concedió la facultad de recobró ante el Fosyga. 
En consecuencia con lo discurrido, debe confirmarse la sentencia proferida en este asunto por el Juzgado Segundo Civil del Circuito.

A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Sala Civil y de Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, RESUELVE confirmar la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito el 7 de septiembre pasado.
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno
� Dicho acreditado con la cédula de ciudadanía de la señora Castaño de Martínez que obra a folio 4 del cuaderno de primera instancia. 


� También se expuso por parte del Juzgado a-quo que era lógico que las fórmulas médicas hubieran sido proferidas por un médico que no pertenece a la Nueva EPS. tal como ésta lo argumentó, porque la accionante no podía trasladarse hasta su sede para una valoración médica. Argumento que no es exacto puesto que lo que se dijo fue que el médico que otorgó las fórmulas que presenta la demandante del mes de marzo de 2009 a la fecha no trabaja para la institución. Dicho que de todas formas por no haber servido de sustento para la decisión adoptada, en nada cambia el panorama del asunto.


� St-1032 de 2008. M.P. Doctor: González Cuervo.


� Al respecto se dijo en la sentencia ST 1223 de 2005, que dicha obligación adquiere un mayor sentido “si se tiene en cuenta que la Constitución Política estableció en su artículo 48: “La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado.  Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud”. (Negrilla  fuera del texto).Lo anterior implica que la prestación del servicio público de atención en salud, está sujeto a los principios, y alcances de todo servicio público, entre los cuales se encuentra, el deber de información por parte de sus responsables.”


� Al respecto la sentencia ST-918 de 2008 trató un caso de idénticas connotaciones en el que una persona de la tercera edad requería de atención médica domiciliaria. 





6

[image: image2.wmf] 

_1274797723.doc
[image: image1.png]






